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· En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a las 14 y 52 del jueves 25 de septiembre de 2008, en el Consejo de la Magistratura de la CABA, con la presencia de los señores consejeros doctores Liliana Blasi, Horacio Corti, Eugenio Cozzi, Mabel Daniele, Mauricio Devoto, Juan Pablo Mas Velez y Gabriel Eduardo Vega; del señor administrador general, doctor Lucio Ponsa Gandulfo; y del secretario de Legal y Técnica, doctor Diego Duquelsky:
Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Queda abierta la sesión.


El doctor Duquelsky va a enunciar los temas que serán tratados en la reunión del día de la fecha.

Dr. Duquelsky.- Los temas que quedaron para el plenario de hoy conforme lo acordado en la última sesión son los siguientes.


Por un lado, dos actuaciones relativas a designaciones. Una en el Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario N° 11 y otra en la Sala I de la Cámara Contencioso Administrativo y Tributario. 


Por otro lado, el Concurso N° 23 y el Concurso N° 28. En el caso del Concurso N° 23 hay un dictamen de la Comisión de Selección proponiendo permitir la ampliación de antecedentes de todos los concursantes dejando sin efecto la preselección anterior. En el caso del Concurso N° 28, lo que se propone es rechazar un recurso incoado por la doctora Bader y, posteriormente, la designación de los ganadores de ese concurso como secretarios de Defensoría.


También está la actuación interna N° 629 de la Fiscalía General por la que se propone la locación de un inmueble para el Ministerio Público. 


Por otra parte,  el doctor Devoto iba a informar sobre el estado de avance de las gestiones relativas a la compra del inmueble de la calle Beasley. 


Finalmente, aunque todavía no ha llegado, me prometieron desde la Dirección de Asuntos Jurídicos hacer lo imposible para que nos llegue el contrato sobre la obra de Libertad, en el que todavía estaban trabajando.


Eso es todo.

Dra. Daniele.- La doctora Moya quería comenzar con el tema de los concursos, pero aún no bajó.

Contrato de compraventa del inmueble de la calle Beazley.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Comenzamos con el tema de Beazley. Tiene la palabra el doctor Ponsa Gandulfo.

· Ingresa a la reunión la doctora María Teresa del Rosario Moya.

Dr. Ponsa Gandulfo.- En cuanto al boleto de compraventa del inmueble de Beasley se corrió traslado del borrador a Santillana, conforme se había elaborado según nuestra versión, y nos fue devuelto con algunas modificaciones.


Las modificaciones que fueron no toleradas o corregidas por el vendedor tenían que ver con el impacto comisorio, situaciones que se diesen en caso de resolución de una u otra de las partes del contrato. Me refiero a no entrega de la posesión en caso de la vendedora o nosotros desistir de la escrituración posterior. 


Se resolvió desistir de la situación de la carga que tenía la vendedora en caso de incumplimiento del contrato. Esa cláusula se eliminó –que se devuelve el doble del boleto en caso de incumplimiento por parte de ellos- pero, de cualquier modo, a efectos de preservar la suma que el Consejo de la Magistratura va a dar en concepto de adelanto, que es el 30 por ciento, hay un seguro de caución que fue aceptado por ellos. 


Esas son básicamente las diferencias que existían.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿El tema del plazo?

Dr. Ponsa Gandulfo.- El plazo es de hasta sesenta días y no treinta  como se había barajado en el borrador original porque ellos ya tienen visto dónde mudar sus materiales, pero no pueden garantizar el tiempo que el tercero tarde en irse del lugar que ellos van a alquilar. De ahí la razón para que hayan solicitado sesenta días. De todas formas, también el seguro de caución es por sesenta días. 


La idea es firmar el boleto el lunes a las 12 del mediodía.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Otra cosa más para firmar es que obtuvimos en el día de ayer la nota suscripta por el ministro de Desarrollo Urbano. 

Dr. Ponsa Gandulfo.- Pasó por el despacho del ministro y está la firma del subsecretario de Planeamiento. 


En su parte dispositiva dice: “Artículo 1°.- Autorizase desde el punto de vista urbanístico la habilitación del uso de oficinas descentralizadas del Poder Judicial de la CABA con atención al público en la calle Beasley... , debiendo cumplir con todas las normativas vigentes que resulte de la aplicación en el presente caso.”


El artículo 2° dice que se deberá hacer saber a los interesados que deberán tener en cuenta la recomendación efectuada por el COPUA en el punto 4 de su informe. 


La presente tiene un plazo de vigencia de 180 días a partir de la fecha de notificación y dentro de este plazo la recurrente deberá presentar la documentación pertinente ante el o los organismos correspondientes. De no hacerlo caducará de pleno derecho lo autorizado precedentemente. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Creo que ahora me están por alcanzar desde la escribanía de gobierno los certificados de dominio y de inhibición, de modo que estarán listos para la firma del boleto. 


Esto entonces se estaría suscribiendo el día lunes a las 12 del mediodía. 


Si no hay más opiniones, damos por finalizado este tema.

Designación en el Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario N° 11 y en Sala I de la Cámara Contencioso Administrativo y Tributario.

Dr. Duquelsky.- Se trata de una designación interina de Arturo Bianchi mientras duren las promociones aprobadas por la Comisión de Selección y, por otro lado, el pase de la agente María Laura Tesouro como prosecretaria letrada en la Sala I de la Cámara. 

Dr. Cozzi.- Quiero dejar constancia de que voto por la negativa en ambos casos, recordando que a la agente Tesouro recién se la acaba de designar como secretaria en el Concurso N° 25. Creo que no corresponde hacer un pase de un cargo que es concursado respecto de otro que no lo es. O renuncia al cargo de secretaria y se va como prosecretaria a la Cámara o se queda donde está. No es un cargo administrativa para hacer un pase. 

Dr. Corti.- Es un cargo de nuestra Sala y hay una secretaria que tiene licencia por maternidad. 


Hace tres semanas que estamos sin prosecretaria. Pero no es un problema de ustedes evidentemente ...

Sr. Cozzi.- Yo creo que este sí es un problema nuestro, donde no es conveniente producir este tipo de designaciones. A lo mejor, haya otra persona que esté en condiciones de ser prosecretaria, y no justamente alguien que recién acaba de ser seleccionada en un concurso que tuvo sus bemoles. Por lo tanto, considero que no corresponde proceder a esta designación; por supuesto, esta es mi opinión.

Dra. Blasi.- ¿Está trabajando como secretaria?

Dr. Cozzi.- Sí, acaba de ser designada.

· Varios consejeros hablan a la vez. 

Dra. Daniele.- Lo que pasa es que en la Sala 1 hay una persona que solicitó licencia por maternidad. O sea que la doctora Tesouro va a ocupar este cargo durante el tiempo que dure esa licencia. Luego, ella volverá a su lugar.

Dra. Blasi.- ¿Por qué ella? ¿No tienen otra? Pregunto esto porque lo desconozco.

Dr. Corti.- Porque es a quien se eligió en el fuero. 

Dra. Moya.- Es una práctica normal y habitual en estos casos. La doctora Tesouro ocupará el cargo sólo mientras dure esa licencia por maternidad.  

Dra. Blasi.- Y pasará a ser secretaria mientras dure esa licencia. 


Yo creo que la situación es atendible, pero también lo es el argumento que expone el doctor Cozzi, por cuanto recién ha sido nombrada secretaria. 

Dra. Daniele.- Es una circunstancia. De hecho, en la Sala 2 también fue designada jueza la doctora Seijas, que era nuestra secretaria, y nosotros también hicimos una pequeña selección interna y convocamos a todos los secretarios de Primera Instancia –obviamente, informalmente-; preferimos hacer eso a designar a cualquier otra persona. Finalmente, quien más nos gustó estaba actuando como secretaria del Juzgado N° 8. Luego se pidió el pase y el Consejo lo aprobó. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Se va a votar. 

· Se aprueba por mayoría, con el voto negativo del doctor Cozzi y con la abstención de la doctora Blasi. 

Ampliación y actualización de antecedentes en el concurso 23. 

Dr. Duquelsky.- Si les parece bien, pasamos a tratar los dos expedientes sobre concursos. 


En primer lugar, corresponde considerar el concurso 23. Como ustedes recordarán, en este caso la Comisión de Selección propone que se posibilite de manera excepcional la ampliación y actualización de los antecedentes de los concursantes para proceder a una nueva calificación. Se trata de un concurso que recibió múltiples impugnaciones y en el que los antecedentes se presentaron hace dos o tres años. Tiene dictamen de Jurídicos que postula que si el plenario considera que se dan las circunstancias excepcionales que ameriten, valga la redundancia, hacer la excepción, eso es facultad del plenario. 

Dra. Daniele-.- Una de las cuestiones que se alegaron como excepcional es, justamente, el paso del tiempo que ha transcurrido, siendo que además se trata de un cargo de secretario para Juzgado Penal, Contravencional y de Faltas, donde hubo nada más y nada menos que una muy sustancial modificación del Código Procesal Penal y donde, además, se produjo la incorporación de nuevos delitos y demás, con lo cual la actualización de los antecedentes resulta sustancial para una adecuada selección del secretario. 

Dr. Corti.- ¿La única razón de la nulidad es la desactualización de los currículum? 

Dra. Daniele.- En realidad, no sólo se considera que están desactualizados los antecedentes sino que, además, entendemos que se debe hacer una evaluación integral de los curriculum. O sea, que es necesaria la anulación para permitir una evaluación global de todo lo anterior y de lo nuevo. 

Dr. Corti.- En virtud de la desactualización. 

Dra. Daniele.- Exactamente. 

Dra. Moya.- Sí, en virtud de la desactualización e, inclusive, de la determinación del perfil del funcionario que va a ser elegido. 

Dr. Vega.- Yo estoy de acuerdo y, además, creo oportuno agregar que esto, que hoy es una excepción, en el futuro debería ser considerado como una regla, porque existe una situación bastante desigual entre las reglas de los concursos para designar magistrados en comparación con las que existen para los secretarios. El plazo para actualizar antecedentes, en el caso de los magistrados, es mucho más generoso que en el caso de los secretarios. 

Dr. Duquelsky.- Si me permiten, voy a hacer una breve aclaración histórica, que no intenta ser una justificación sino una explicación del por qué en su momento se adoptaron criterios distintos para ambos reglamentos. 


En el concurso para magistrados la evaluación de antecedentes tenía dos instancias: una, simplemente, para la preselección y otra, de carácter definitivo, que hacía el jurado. Entonces, se permitía la ampliación de antecedentes porque el jurado iba a tener “oportunidad de...”. Pero en el caso de los secretarios, como la preselección se hacía al principio –cabe aclarar que es excepcional el tiempo que llevó este concurso-, se consideraba que ese trámite se hacía más o menos rápido y, entonces, no ameritaba que se permitiera la ampliación porque no iba a haber una instancia posterior en la que el jurado volviera a intervenir. Esa era la idea original. 

Dr. Vega.- De hecho, en la práctica hubo una gran diferencia entre el momento en que los antecedentes se precalificaban –y este es un caso evidente de ello- y el momento en que el examen estaba en condiciones de ser tomado; en el medio de todo ello existía un montón de situaciones que hacían que, prácticamente, se estuviera evaluando a una persona distinta de aquella que se inscribió. 


Por consiguiente, yo creo que sería razonable tener esto en cuenta a la hora de considerar una eventual reforma del reglamento de concursos para la designación de secretarios. 

Dr. Cozzi.- Tengo una duda respecto de este tema y me gustaría saber cómo la avizoran ustedes. 


Si vamos a anular en función del atraso que, obviamente, está visto y es una situación de hecho, ¿qué pasará con aquellas personas que hoy sí estarían en condiciones o que reúnen los requisitos para inscribirse en este concurso? ¿Qué va a pasar con ellos? ¿No pueden impugnar, acaso, la decisión que tomemos acá? Digo esto para evitar que este concurso se extienda sine die. 
Dra. Daniele.- Pero si anulamos la totalidad del concurso también podrían impugnar las personas que estén inscriptas en él. 

· Varios consejeros hablan a la vez. 

Dr. Cozzi.- ¿Cómo avizoran ustedes eso?

Dra. Daniele.- De todas las situaciones nos pareció que lo más ajustado a derecho y lo más equitativo y justo era mantener la inscripción de las personas que se anotaron en su momento y establecer la posibilidad de la actualización de los antecedentes para todo el mundo, a efectos –justamente- de que no se produzca ningún tipo de diferencia. 

Dra. Blasi.- ¿Por qué este concurso se viene postergando desde el 2005?

Dra. Daniele.- Se presentaron nulidades, un amparo, y se hizo una ampliación del llamado; en fin, una serie de avatares que fueron determinando la postergación de este concurso. Algunas cosas las he visto en el expediente y otras las desconozco. Lo cierto es que hoy los hechos están así. 


Además, se presentó la situación particularísima de que ocurrió todo esto que el reglamento no contemplaba en forma totalmente precisa y expresa, aunque si uno lee la cláusula respectiva observará que, en realidad, allí se dice que no se calificarán aquellos antecedentes que se presentaran en forma posterior a la inscripción. Esto es para impedir que si alguien se presentara y quisiera actualizar sus antecedentes: en tal caso, se le dirá “los antecedentes que presentó después no van a calificar”. Lo que pasa es que no está redactado de una forma absolutamente asertivo que está prohibido actualizar los antecedentes. 


Pues bien, con una interpretación equitativa uno podría decir que ello estaría justificado por el paso del tiempo, lo que se suma a los cambios sustanciales que se produjeron en la normativa y en el procedimiento, por lo cual resulta necesario contemplar y considerar la capacitación que tengan los concursantes a secretarios para ser útiles en su función dentro del juzgado en el que van a desempeñar sus tareas. 


De modo que de todas las soluciones que evaluamos esta fue la que nos pareció más ajustada a derecho, más equitativa y más justa. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).-  ¿Algún otro comentario?


Se va a votar.

· Se aprueba por unanimidad. 

Dr. Mas Velez.- Este es el mejor resultado posible. Llegamos a esto con un común denominador: algunos éramos más partidarios de una simple resolución que permitiera la ampliación...

· Por problemas de sonido no se alcanzan a registrar algunas expresiones del doctor Mas Velez.

Dra. Moya.- Yo coincido con lo que dijo el doctor Juan Pablo Mas Velez. Por eso, justamente, se hizo la consulta a Jurídicos, porque también una nulidad puede ser atacada y sus efectos no resultar beneficiosos. Pero, de todos modos, creo que Jurídicos ha hecho una interpretación adecuada en cuanto a la finalidad perseguida que es, lisa y llanamente, solucionar con justicia y practicidad el problema de los antecedentes.


En el ínterin entre la convocatoria del concurso de 2005 y la fecha, que es cuando el estado del expediente permite que se puedan tomar los exámenes de oposición, debemos considerar todas las circunstancias que han cambiado y que realmente impactan en la consideración de los antecedentes y de las condiciones de los candidatos. 


En ese supuesto, obviamente, hay que tener en cuenta la transferencia de competencias y el cambio del régimen procesal, porque estamos pasando de un fuero exclusivamente contravencional y de faltas a otro que también tiene competencia en materia penal. Entonces, nos pareció que lo más acertado era esto. 


El debate que sostuvimos en la Comisión de Selección tuvo como objetivo el dar lisa y llanamente una solución práctica. Participo totalmente con lo que dijo el doctor Mas Velez en el sentido de que quizás anular no era lo más aconsejable desde el punto de vista de las dudas que ello podría suscitar, pero en atención a lo que también debatimos en su momento, que no vale la pena reiterar aquí porque ya es una decisión tomada, consideramos que, viendo los efectos, lo mejor era dar esta solución.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Se va a votar.

· Se aprueba por unanimidad.
Comisión de Selección. Concurso N° 28.

Dr. Duquelsky.- En este caso, lo que se somete a consideración del plenario es el dictamen N° 242 de la Comisión de Selección. 


Dicho dictamen aconseja, por un lado, rechazar el recurso de reconsideración formulado por la doctora Maria Pía Loreo Bader contra la Resolución 557 en el marco del Concurso N° 28 y, una vez decidido el recurso, en caso de rechazarse, proceder a la designación de quienes ocupan los dos primeros lugares en el orden de mérito definitivo como titulares de las defensorías ante la Justicia Contencioso Administrativo y Tributario N° 1 y 2.


Las personas designadas son María Lorena González Castro Feijoo y el doctor Francisco Javier Ferrer. 

Dra. Daniele.- El recurso no se refiere a los dos primeros lugares ni a la irregularidad de la tramitación del concurso en ese orden de mérito sino que la persona que está recurriendo, antes de la última etapa del concurso, en el orden de mérito había estado tercera y en el orden de mérito aprobado por el plenario ella aparece cuarta. Pero en este caso, el plenario ya había resuelto hace un tiempo que había que anular la resolución que había incorporado el tercer cargo, del mismo modo en que lo hicimos en el caso de los concursos de los secretarios de los juzgados.


La doctora no impugnó esta decisión del plenario, con lo cual estar en el tercer o cuarto lugar no afectaba el orden de mérito que ya aprobamos en cuanto a  las personas a designar.


Entonces, la propuesta es designar a las dos primeras personas del orden de mérito y, a su vez, asignar, porque así lo hacemos en conjunto, a la que está en primer lugar para la Defensoría N° 1y al que está en segundo lugar para la Denfesoría N° 2.

Dra. Moya.- Esto pone en evidencia que la Comisión de Selección, al comienzo, cuando resolvió convocar para cubrir el segundo cargo, tomó una decisión acertada. 


Quiero anticipar, y quiero que conozcan mi postura, que la Comisión de Selección ha sido práctica en el sentido de aceptar las ampliaciones cuando significa hacer economía de un tiempo precioso. Porque hay que admitir que han pasado por nuestras manos expedientes que tienen tres, cuatro o cinco años de tramitación –lo que me parece una evidencia de inoperancia- y ahora, mediante esta modalidad, por lo menos, hemos podido designar y aumentar los cargos para efectuar los concursos que ya ustedes van a tener la oportunidad de ver en su momento en la reunión ordinaria.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Se puede pasar a votar?

Dr. Cozzi.- Estoy esperando una información porque la resolución anterior habla de una nulidad y yo quiero saber qué dije.

Dra. Daniele.- De todas formas, la decisión del plenario está firme. 


De aprobarse esto, sugiero que encarguemos, como se hizo anteriormente, que por Presidencia se pongan en contacto con el Superior Tribunal de Justicia para solicitar la fecha de jura a efectos de que las personas puedan ocupar su lugar,

Dra. Moya.- De todas maneras, la Comisión de Selección se encarga de ello.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Se puede votar?

Dr. Cozzi.- sí. 

· Se aprueba por unanimidad.
Dr. Duquelsky.- Queda rechazado el recurso, se designa a ambos y se los asigna a las Defensorías N° 1 y 2 y se solicita a la presidenta de la Comisión de Selección que se ocupe de organizar la fecha de jura ante el Tribunal Superior de Justicia. 


Los temas de la Comisión de Selección están terminados. 

Dra. Moya.- Solamente me queda por decir que tenemos otros concursos muy avanzados y, realmente, podrían haber sido traídos hoy, pero por un recargo de pase de actas a nivel de la Secretaría no se pudieron traer a la consideración. Por suerte ya tenemos posición tomada en cuatro concursos más, de manera tal que serán puestos en el Orden del Día del jueves que viene.


Por otro lado, con relación al Reglamento, preferimos que pase a tratamiento del plenario ordinario porque estamos haciendo un esfuerzo enorme en materia de compatibilización de los proyectos que han estado dando vueltas sobre ese tema y creo que vamos a llegar a una buena resolución. Si lo logramos, bienvenido sea porque el debate será sobre la base de un consenso. 

Dra. Daniele.- Además, también avanzamos mucho en los temas del Ministerio Público y ya hay una resolución, que no alcanzó a entrar pero ya está registrada –creo que es la 254-, vinculada con resolver el problema de todas las personas que habían pasado en algún momento al Ministerio Público y no quedaba muy claro cuál era la situación en materia presupuestaria, liquidación de haberes, etcétera, porque no se había tomado ninguna decisión respecto del cargo que ocupaba en los tribunales o en el Consejo de la Magistratura. De modo que se está dictaminando por unanimidad a favor de licenciarlos hasta una fecha determinada para no perjudicar a las personas y que, a partir de esa fecha, que puedan optar por continuar en el cargo en el que se encuentran o definitivamente dar la baja de aquí, según que fuera definitivo o no el cargo en el Ministerio Público. 


Lo adelantamos justamente para que lo vayan pensando.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Y quedaba pendiente una consulta que se iba a hacer al Ministerio de Hacienda?

Dra. Daniele.- No es exactamente una consulta sino resolver un problema que es el de las personas que pasarían con cargo y con partida. Entonces, ver cómo se hace, cuál es la forma y lo que estamos tratando de definir es cómo queremos nosotros que se haga. No hacerlo tipo consulta sino tomar la decisión nosotros y comunicar en este sentido.


Todo esto lo estaríamos incluyendo en el Orden del Día del próximo jueves.

Locación de inmueble por parte del Ministerio Público.

Dr. Duquelsky.- Habiendo sido informado lo de Beasley en materia de infraestructura y, sin perjuicio de que seguimos esperando el tema del contrato de Libertad, corresponde tratar la locación de un inmueble propuesto por el Ministerio Público ubicado en la calle Bartolomé Mitre. 


Sobre el particular, ha emitido su dictamen la Dirección de Asuntos Jurídicos conforme se le encomendó entendiendo que no existen obstáculos jurídicos para la prosecución del trámite. Asimismo, dictamina dicha Dirección sobre la titularidad de la locación del inmueble, entendiendo que la titularidad debe recaer sobre el Ministerio Público, quien tendrá el uso y goce del inmueble, así como también la responsabilidad por las obligaciones emergentes de las locación en trámite, interpretando que la intervención del Consejo de la Magistratura es simplemente a los efectos de aprobar la contratación porque así lo establece la ley.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Comentarios de los señores consejeros?

Dr. Cozzi.- Creo que hay algunas consideraciones del fiscal que me parece que son contradictorias. 


En primer lugar, salvo Arias, ninguno de los otros edificios, Roque Sáenz Peña y Combate de los Pozos, están en inmediata desaparición sino todo lo contrario. Justamente, en Roque Sáenz Peña estamos por renovar la locación y Combate de los Pozos vence en septiembre de 2009, con lo cual en lo inmediato no habría demasiados problemas. 


Por otro lado, no dice qué oficinas va a llevar allí. Si bien, obviamente, en ese aspecto el Ministerio Público puede hacer lo que crea conveniente, me parece que debería decirnos qué oficinas va a llevar e, incluso, indicarnos si va a dejar algunos espacios en los edificios que ocupa si es que las va a trasladar a este otro edificio.


Finalmente, no estoy de acuerdo con que se paguen comisiones, más allá de que nada lo prohíba. 


Creo que nosotros, de alguna forma, hemos seguido una política en el sentido de no reconocer comisiones en este tipo de operación.


Sin perjuicio de eso, considero que si el fiscal dice que necesita el espacio, lo podrá disponer y no dejo de reconocer que Combate de los Pozos está en una situación complicada en cuanto al espacio.


Salvo esas particularidades, yo estaría de acuerdo en que se alquile el inmueble.


Reitero que no estoy de acuerdo con que se paguen comisiones.

Dr. Vega.- Había adelantado en el último plenario mi voto positivo sobre este tema, y en su momento adelanté razones que luego recoge el dictamen de la Dirección de Asuntos Jurídicos. Por lo tanto, lo único que tengo para decir es que todo lo que dije antes, además, encuentra ahora respaldo en el dictamen de la Dirección de Asuntos Jurídicos.


En cuanto a que la locación de Combate de los Pozos se termina en agosto como un dato que a lo mejor nos sacaría de la urgencia de tener que salir a alquilar, yo no lo leo con la misma inteligencia que el doctor Cozzi y agrego que, además, estamos en tratativas para pasar más personal al Ministerio Público. En consecuencia, si ya Combate de los Pozos, como dije en la anterior oportunidad –lo he visitado y trabajé ahí-, tiene una capacidad de superficie de metros cuadrados bastante escasa para albergar a los que ya están, el sentido común me hace pensar que si le vamos a pasar más personal dichas necesidades de metros cuadrados se van a ver aumentadas.


Así que por lo dije en la última oportunidad y lo que acabo de agregar ahora voy a votar favorablemente. 

Dr. Corti.- Yo estudié este expediente y en él hay varias cosas que son curiosas. 


Por lo pronto, no hay una resolución del fiscal general; es decir, una resolución donde el fiscal general diga “hay una necesidad tal, hemos seguido tal procedimiento y hacemos tal solicitud...”.Lo único que llegó al Consejo es una nota del fiscal general ante la cual la CAF, por iniciativa del consejero doctor Cozzi, pidió algunas aclaraciones. Pues bien, la única aclaración que nos llegó fue que se remitían al informe que ya teníamos. En rigor, no se contestó lo mínimo que solicitamos: o sea, que indicaran cuáles eran las necesidades, cuál era el procedimiento y demás. 


Después me fijé cuál era el dictamen jurídico de la Fiscalía General. Hay uno solo que figura a fs. 110, cuyo único elemento jurídico relevante es cuando se señala que el Ministerio Público es incompetente para hacer esa operación, con lo cual no se abre ningún juicio sobre el procedimiento utilizado por dicho órgano para individualizar el inmueble en cuestión. Obviamente, jurídicamente no se dice nada porque no hay ningún procedimiento para individualizar ese inmueble; lo único que hay, y que está mencionado en ese dictamen, es que en un momento se le solicitó una búsqueda, de la cual surge, aparentemente, el edificio de la calle Combate de los Pozos. Luego, uno lee el expediente y observa que en un momento aparece el inmueble hoy bajo examen ofrecido por una inmobiliaria, lo cual significa –a mi entender y según prima facie lo que surge de las actuaciones- que simplemente se actuó en los términos del artículo 1.197 del Código Civil: un sujeto privado con otro sujeto, que actuó como si fuese privado, se pusieron de acuerdo y determinaron esa operación. 


Luego, hay una nota que se envía al Consejo, donde nos sugieren que contratemos este inmueble; es una simple sugerencia sin ninguna evaluación jurídica al respecto. Yo creo que, además, lo que implícitamente nos está solicitando, y es lo que implícitamente estaría haciendo este plenario, es utilizar la ley 31, artículo 22, inciso b); es decir, el método de las siete firmas. Pero a diferencia de cuando lo usamos la última vez, cuando nos autorestringimos, acá ello significaría admitir que podemos utilizar ese mecanismo sin procedimiento alguno; es decir, buscamos un inmueble en el mercado, nos ponemos de acuerdo y contratamos, sin hacer ningún otro tipo de compulsa, procedimiento, búsqueda o cualquier otro mecanismo de autolimitación que a ustedes se les pueda ocurrir y que son habituales en el accionar administrativo. 


Yo entiendo que lo que está puesto acá en consideración es si utilizamos ese mecanismo de la ley 31, si se forma ese quórum y si se forma esa mayoría, por lo que debemos ser conscientes de que en esos términos estaríamos actuando. 

A la vez, yo también tengo dudas en cuanto a si utilizar ese procedimiento implica avalar o no todo el procedimiento administrativo adoptado por la Fiscalía General; en nuestro dictamen jurídico no hay una evaluación de ese tipo, ni tampoco hay una evaluación del propio fiscal general que nos diga “es cierto que utilicé tal método, hice tal cosa o tal otra, a fojas...”, etcétera, sino que son todas evaluaciones de la Subdirección de Infraestructura, de la Subdirección de Presupuesto, etcétera. Esta es la evaluación jurídica que hago yo. 


En cuanto al aspecto institucional del asunto, nosotros tenemos una Comisión de Enlace y desde que se produjo, al menos, la renovación de los miembros del estamento judicial una de nuestras prioridades ha sido, justamente, el plan de infraestructura, donde hemos tenido en cuenta –y mucho- los requerimientos del fiscal general y del Ministerio Público; por ejemplo, cabe resaltar nuestra actitud con relación al edificio de Yrigoyen. 


Yo creo que ese debió haber sido el ámbito donde institucionalmente el Consejo de la Magistratura y el Ministerio Público resolvieran tratar esto, y no a través del envío de un expediente con estas características. Justamente, allí deberían planificarse estas cuestiones porque, entre otras cosas, ahí se está planificando todo lo relativo a los edificios de Libertad, de Beruti y de Hipólito Yrigoyen y, además, estamos haciendo la búsqueda para el fuero contencioso; pero, de pronto, hoy tenemos que debatir esto, que no guarda ninguna relación con todo lo demás tal como viene siendo planificado. 

Dra. Blasi.- Por eso yo dije la otra vez que este pedido era inoportuno. 

Dr. Corti.- Esto no significa que uno no sepa de los problemas y de todas las necesidades de infraestructura que existen, pero esto yo lo veo como una especie de desconsideración hacia el Consejo, que va en línea con otras actitudes: por ejemplo, hace poco veía una resolución respecto a la aplicación en materia de discapacidad que en sus considerandos dice, como si nada, “que el Consejo de la Magistratura no cumple con la ley respectiva”. Y la verdad es que eso no es cierto. 


Entonces, me parece que esta es una actitud que no corresponde y que, además, no es la misma que mantiene el Consejo de la Magistratura con relación al Ministerio Público, ni en conjunto ni en mi caso particular. Hoy verifiqué, y los colegas de la Comisión de Administración lo saben bien, todas las cuestiones que hemos tenido que tratar en relación al Ministerio Público, donde el colega Eugenio Cozzi ha manifestado disidencias en muchas cosas, pero en mi caso debo señalar que en todas las peticiones del Ministerio Público me he pronunciado favorablemente –y son todos pedidos de estructura. Yo considero que la estructura es algo muy propio de cada cabeza del Ministerio Público, que es quien mejor evalúa cuántos cargos necesita; en ningún momento he puesto ningún obstáculo al respecto, y creo que lo mismo hace el Consejo. 


Pero tal como viene planteado este expediente, creo que esta es una cuestión jurídica de otras características. 

Dra. Daniele.- ¿No tiene nuevo dictamen de la CAF?

Dr. Corti.- Ante la situación que se planteó, yo sostuve, dadas las características del tema y en virtud de que la cuestión tenía una importante envergadura, que esto excedía el ámbito de la CAF. Es decir, no tenía sentido que nos pusiéramos a discutir cuestiones presupuestarias o administrativas cuando lo que está en discusión aquí es una cuestión jurídica y política de otra magnitud. Cuando esto se debatió en su momento, hubo una propuesta del doctor Eugenio Cozzi que consta en el expediente, a través de la cual se solicitó una serie de especificaciones; pero en lugar de contestar esas especificaciones, volvieron a mandar un informe que, finalmente, fue el mismo que ya teníamos. Las inquietudes que nosotros teníamos eran, por ejemplo, qué procedimiento administrativo se había utilizado, cuáles eran las necesidades, etcétera; cuestiones muy elementales, que había planteado el colega Cozzi y que toda la CAF compartió.

Dra. Daniele.- Una breve aclaración respecto de lo que usted está diciendo: en cuanto a la parte jurídica propiamente dicho, cuando se hace la búsqueda de los inmuebles nosotros hemos puesto los avisos respectivos y tanto en el caso de Libertad como en el de Beasley hemos utilizado el mecanismo jurídico mencionado, pero se trataba de la compra de inmuebles, que es distinto del tema de los alquileres. 

Ahora bien, con relación a lo que se debatió después, respecto de obras a contratar para arreglos que quedan como accesorios al inmueble, Jurídicos aconsejó –y nosotros votamos- que si se había observado un tipo de mecanismo para la compra era lógico que se observara el mismo mecanismo para la contratación de los arreglos...

Dra. Blasi.- Perdón, doctora Daniele, pero el aviso se pone siempre para compra y/o alquiler.

Dra. Daniele.- No, no...

Dra. Blasi.- Usted está diciendo que nosotros utilizamos ese procedimiento en compras, y no fue así. Nosotros sacamos avisos para compra y/o alquiler...

Dr. Vega.- Pero ella se está refiriendo al caso puntual de Libertad. 

Dra. Daniele.- Claro. Yo estoy hablando del mecanismo jurídico que se utilizó para decidir la compra de Libertad. 

Dra. Blasi.- Bueno, salió el aviso en el diario y se ponía para compra y/o alquiler. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).-  Está claro. 


Continúe, doctora Daniele. 

Dra. Daniele.- A lo mejor, por ahí faltaría alguna precisión más; no lo sé. Pero de las actuaciones surge, y así está mencionado en el dictamen de Jurídicos del Consejo de la Magistratura que hubo una publicación en el diario Clarín sobre la búsqueda de un inmueble de tantos metros cuadrados, ubicado en tal lugar, etcétera. Pero la compulsa se hizo. No me queda claro...

Dr. Corti.- Si uno va siguiendo cronológicamente el expediente, en un momento determinado aparece un inmueble de una inmobiliaria. ¿Cómo surgió? Del expediente, al menos, no surge nada al respecto. 

Dra. Daniele.- A lo mejor, por ahí faltaría esa especificación. Pero ante el pedido de la CAF respecto de la ampliación del informe, cuando se hacen todos los requerimientos, la urgencia, el precio, la tasación del Banco Ciudad, también estaría cumpliendo...

Dr. Corti.- Justamente, a raíz de ese informe que usted tiene ahí, doctora Daniele, y que para la CAF fue insuficiente, se pidió un nuevo informe. Pero no nos fue remitido, por cuanto lo que se nos envió fue lo mismo que ya teníamos. 


Incluso, en lo que se refiere al tema de la valuación, recuerdo que se decía que todavía no estaba concluido el edificio. Entonces, lo que se indicaba era algo así como que “cuando eventualmente se concluya el edificio su valuación será tal suma de dinero”. O sea, que la tasación del Banco Ciudad fue totalmente condicional. 

Dra. Blasi.- A la terminación del edificio. 

Dr. Corti.- Dice algo así como que “a la terminación del edificio valdría tanto”. No recuerdo en este momento con precisión cuál es la expresión que se utiliza, pero el sentido era ese.

Dra. Daniele.- Hacen una diferenciación...

· Varios consejeros hablan a la vez. 

Dr. Corti.- Doctora Daniele: el informe que usted tiene ahí es el que vimos nosotros en un primer momento. Ante ello, les dijimos que necesitábamos más información, pero no hubo ningún otro informe. Simplemente, se pidió que esto se tratara de forma urgente en el plenario. 

Dra. Daniele.- Cuando se hace la tasación se dan las distintas opciones, las distintas posibilidades, porque según lo que surge del expediente se trata de un edificio que está avanzado. La tasación contempla esto porque la construcción, según lo que surge del informe, estaría muy avanzada. Por ello, el Banco Ciudad puede establecer cuál sería la tasación a la finalización de la obra. 

Dra. Blasi.- ¿Está terminado?

Dr. Cozzi.- Sí, ahora sí. 

Dra. Daniele.- Legales hace una serie de consideraciones: entre otras, que se debe tener en cuenta esa tasación del Banco Ciudad y si se encuentra o no dentro de los cánones, tal como hicimos en el caso de Beasley. El tema aquí es que, a su vez, la normativa es más clara: en algún momento nosotros tuvimos en cuenta, analógicamente, la aplicación de las normas en materia de contrataciones, pero como en el otro caso se trataba de obra pública, como en Libertad, se aplicaba una normativa más específica. Entonces, Legales hizo muy bien en tomar en cuenta este tipo de normativa. Aquí, como estamos hablando de la contratación de un alquiler, debe aplicarse otra normativa, que es la que cita Legales, indicando que el precio sugerido estaría dentro de los cánones legales. 


Ahora bien, es cierto que hay una remisión a informes anteriores, donde el Ministerio Público siempre manifestó la necesidad de espacio. Nosotros lo conocemos, hemos visitado los distintos lugares y sabemos muy bien de esa necesidad. Pero también es verdad que cuando formulamos nuestro plan de infraestructura que, en realidad, es de emergencia lo hicimos para tratar de sanear algo sobre lo que no sólo tiene un déficit el Ministerio Público, sino también los jueces contravencionales y de faltas y, fundamentalmente, los jueces contenciosos y administrativos. 


Tenemos también inmuebles alquilados, tenemos un inmueble con un contrato vencido hace mucho tiempo y tenemos el otro inmueble, el de Diagonal Norte, a punto de vencer sobre el fin de año y estamos viendo la necesidad de prorrogar este contrato porque hay necesidades, y para eso formulamos en el plan la compra de uno o dos edificios de hasta 15 mil metros cuadrados para cubrir las necesidades del Contencioso Administrativo.


Hemos formulado sin duda alguna en forma tajante que queremos dejar de alquilar inmuebles por dos cuestiones. En primer lugar, porque como son tan particulares las necesidades del Poder Judicial, sobre todo en dos áreas jurisdiccionales, Ministerio Público y Juzgados, nos obligan a hacer reformas en estos edificios que luego se pierden y son muy caras. 

Dra. Blasi.- ¿Hay que hacer construcciones?

Dra. Daniele.- Explico esto porque me parece que son cosas importantes. 

 
De todos modos, veo lo siguiente. Como dice el doctor Vega, hay muchas necesidades. Estamos tratando de no alquilar inmuebles, a pesar de lo cual vamos a tener que renegociar algunos alquileres porque no dan los tiempos.

También es cierto que, si bien hemos dicho claramente que se van áreas jurisdiccionales del Ministerio Público, con atención al público, a Yrigoyen  y lo cederíamos a las tres áreas del Ministerio Público, lo cierto es que por determinados motivos la obra está retrasada y el programa de obra llevará, por lo menos, un año y medio sin demoras, y si a eso sumamos las mudanzas y demás, probablemente estemos alrededor del año y medio o dos años. Y también la otra cosa que me parece que hay que tener en cuenta es que no se conocía la urgencia en dejar el inmueble de Arias, que fue solicitado para agosto de este año, y que son 230 metros. Pero esa urgencia no estaba y lo máximo que, según manifiesta el Ministerio Público en el informe, ha podido alargar esa ocupación ha sido hasta el 31 de octubre. 

 Este pedido llega luego de que nosotros formulamos el plan. Pero la necesidad es real, verdaderamente existe. 


La otra cuestión que para mi es muy importante y hay que tener en cuenta es que, según lo que dice la Dirección de Asuntos Jurídicos, el titular de la contratación sería el Ministerio Publico y las partidas presupuestarias del presupuesto del Ministerio Público y que si no hay una resolución determinando el alquiler del inmueble sino un pedido al Consejo de la Magistratura es por el tema de quién tiene competencia para realizar este tipo de contratos cuando superan las 300 mil unidades. 

 
Entonces, la situación es verdaderamente compleja y todas estas cosas las debemos tener en cuenta. La situación ideal es que pudiéramos juntamente con el Contencioso comprar otro inmueble, y está comprado y en plazo de arreglo que es Hipólito Irigoyen, lo mismo que con Beasley y la posibilidad de reformar Beruti, todo lo cual va a determinar que haya lugar en un cierto momento, pero todo va a insumir tiempo.


Creo que deberíamos evaluar además de todas estas cosas si a nivel económico y práctico es mejor la renovación del contrato de Arias, que el Ministerio Público continúe ocupando algunos lugares como Diagonal Norte o Avenida de Mayo u ocupar oficinas en Libertad con renegociaciones que son complejas y realmente muy caras porque nosotros reconocemos que es difícil irnos de allí porque queremos y porque no nos conviene el precio y porque no tenemos mucha posibilidad de maniobra como organismo para movernos con tanta facilidad. Buscar otro lugar, pagar nuevos precios, pagar una nueva locación, readecuar una vez más un edificio y las mudanzas, más el tiempo que insumen y demás no sé qué es lo más conveniente.


De lo que surge de los informes, si bien no estaba terminado el inmueble y hoy sí lo está, permitiría, como es de plantas libres, que en forma muy sencilla y con una muy mínima adecuación –creo que está en los informes- estuviera listo en uno o dos meses.

Dra. Blasi.- ¿Cuánto tardaríamos en darle el lugar en Beruti?

Dra. Daniele.- No antes del año próximo.


Si nos hiciera falta algún tipo de especificación mayor... 

Dra. Blasi.- Para el fundamento que da usted, creo que es válido lo que dijo el doctor Cozzi en cuanto a que no especificaron qué tipo de oficinas iban a ir allí.

Dra. Daniele.- Si nos decidiéramos a hacer la locación y con las prevenciones que tenemos todos coincido con el doctor Cozzi en la necesidad y la conveniencia de que el Ministerio Público haga esta operación con su presupuesto y bajo la responsabilidad que ellos asumen respecto de las necesidades y las condiciones que denuncian y firman como titulares del contrato. Pero, además, agregaría que, frente a la necesidad que tenemos, se  le pida al Ministerio Público, más allá de aprobar la operación, que sea condicionado a que se especifiquen las áreas que van a quedar, qué tipo de reestructuraciones o movimientos internos se harían para reacomodar mientras esté Combate de los Pozos a los fiscales que están hacinados de a dos o tres en una misma oficina o lugar. Y, por supuesto, yo conozco bien profundamente la problemática del Contencioso Administrativo y hay por lo menos 4 o 5 áreas de la Fiscalía –tres fiscalías de primera instancia, una fiscalía adjunta, la fiscalía de Cámara- que podrían ser reubicadas en ese lugar porque, de acuerdo con las dimensiones, habría cierta posibilidad. Eso permitiría que el Contencioso Administrativo ocupara en Diagonal Norte esos espacios, ya sea para proporcionar el lugar que le corresponde a algunos de los jueces como, por ejemplo, al Juzgado N° 9 que le quedó una sala de audiencias absolutamente reducida y desconectada del juzgado y, a su vez, pensar que estamos próximos a resolver, como decía la doctora Moya, concursos para ocupar una nueva defensoría y una nueva asesoría tutelar, más allá de las que están funcionando.


Entonces, es una posibilidad para nosotros, pero habría que especificar que esto tendría que ser una condición de que si la Fiscalía de Cámara tuviera lugar en este inmueble, también se reubicaran y este espacio pudiera quedar para el Consejo de la Magistratura a efectos de colocar allí algunas oficinas ya que se está penando por un lugar para que los concursantes puedan rendir los exámenes. Recuerden que si uno alquila lugares para llevar adelante los exámenes, sobre todo cuando son muchos postulantes, tienen que ser aptos porque cuando se lo hizo hubo caída de la tensión, interrupción del servicio, exámenes que se perdieron y hubo que anular una prueba de evaluación completa ya que hubo personas que perdieron horas de trabajo, con lo que se las ponía en una condición de desigualdad terrible. Es decir, hay un montón de situaciones que podrían ser aprovechadas si se hiciera esta contratación. Y, por supuesto, la posibilidad de que toda la gente de Arias, que son 35 personas, pudieran estar allí e interactuar con los jueces que estoicamente van a soportar la obra en Beruti porque ellos mismos lo han decidido ya que quieren que la obra comience cuanto antes y se mejoren los lugares.


Creo que hay que ver todas las cuestiones. Y en cuanto a los modos, no a los procedimientos, por algunas de las afirmaciones que hizo el doctor Corti, creo que tenemos que pensar fundamentalmente en el beneficio del Poder Judicial no como poder sino como servicio que se brinda al ciudadano. En la medida que podamos descomprimir todas  estas situaciones y por dos años tengamos mayores posibilidades, creo que es una cuestión que hay que pensar mucho. 

Dra. Blasi.- El doctor Cozzi votó o se expidió en que lo aceptaría siempre y cuando no haya comisiones. 


La doctora Daniele lo condiciona a que den los informes sobre qué oficinas se desocuparían. 


Y si mal no entendí, el doctor Corti propuso el sistema de los siete votos...

Dr. Corti.- Eso es lo que se está haciendo, no algo que propongo hacer. Eso es clarificar lo que se está discutiendo acá. 


La única  forma de hacer esta contratación es por ese método, pero, a su vez, lo que planteo son muchas dudas sobre qué significa nuestra decisión con respecto al procedimiento administrativo anterior que, a mi juicio, es de comienzo a fin totalmente irregular. Sin perjuicio de ello estoy de acuerdo con las necesidades que plantea la doctora Daniele.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Antes de volver para atrás, sugiero que sigamos escuchando la postura de los consejeros y luego discutimos.

Dra. Blasi.- Pero también es conveniente ir aclarando estas cosas.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Pero a todos nos queda claro qué fue lo que dijo cada uno. Me gustaría que cada consejero termine de exponer su postura. 

Dra. Moya.- Quiero decir lo siguiente. Coincido totalmente con que es una necesidad existente desde hace mucho tiempo lo relativo al espacio para que el Ministerio Público funcione adecuadamente. Lo digo no solamente por la experiencia que tengo aquí en el Consejo de la Magistratura sino que cuando estuve en la Comisión de Infraestructura los temas de espacio eran, justamente, los que debíamos resolver rápidamente y también por la experiencia que tuve cuando era fiscal, donde el tema del espacio era ya entonces una cuestión de primera necesidad.


Creo que eso es uno de los temas que debemos tener como norte. Sería partidaria de autorizar la firma del contrato. Pero, sinceramente, me llama la atención, y me obliga a por lo menos pedir al Ministerio Público un saneamiento de la presentación que hizo respecto del pedido de autorización para hacer el contrato de alquiler con relación a aspectos formales y aspectos legales. 

El doctor Corti se refirió a una serie de temas que en la administración deben ser tenidos en cuenta. O sea, una serie de temas que son importantes como, por ejemplo, cuál es el procedimiento que se aplicó para llegar a la selección de ese inmueble, lo que señalaba la doctora Daniele en cuanto a qué áreas se van a mudar allí, etcétera, todas cuestiones que fueron requeridas oportunamente por la Comisión de Administración y Financiera. Yo creo que esos requisitos deben cumplirse. 


Por más que el Ministerio Público tenga autonomía financiera y funcional –con lo que estoy totalmente de acuerdo-, no deja de estar atado y dependiente del Consejo de la Magistratura. O sea, que de todos modos está sujeto al Consejo de la Magistratura en cuanto a disponer de cifras mayores a los 300 mil pesos, que es la limitación legal que tiene. 


Con relación a ello, me parece que el Consejo tiene la obligación de atender las necesidades del Ministerio Público, pero también tiene la obligación de observar la ley, que es algo que debe cumplir para lo que es su propia administración. Entonces, yo creo que también se puede pedir que ello sea extensivo al Ministerio Público. 


Sinceramente, creo que esta es casi una situación de emergencia, de necesidad y urgencia o como ustedes quieran llamarla; me refiero a la necesidad de espacio y a la urgencia en resolver este tema lo antes posible. A tal efecto, creo que hay una justificación al respecto, cual es el hecho de que se trata nada más que de un contrato por tres años, tiempo en el cual seguramente se va a poder disponer de las instalaciones de Hipólito Yrigoyen y, quizá, de otras instalaciones en Beruti, etcétera, una vez que estén cumplidas y ejecutadas las obras en esos dos inmuebles. Pero, mientras tanto, se necesita con urgencia de un inmueble, lo que ya no es solamente de interés del Ministerio Público sino también del Consejo de la Magistratura. 


Desde ese punto de vista, yo hago esta petición como propia y, en tal sentido, creo que debemos tomar la decisión de darle solución a esta autorización. Pero, no obstante, debemos pedir al Ministerio Público que encauce su petición y la presente con sujeción a las disposiciones legales que nosotros nos esmeramos en cumplir para nuestras propias adquisiciones y contrataciones. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).-  Tiene la palabra el doctor Mas Velez. 

Dr. Mas Velez.- En primer lugar, quiero decir que el tema de la necesidad es atendible y es el único punto donde hay una clara mayoría. 


Yendo al tema del expediente, me parece que un problema que presenta, y a cuya solución deberíamos abocarnos, es que el dictaminante y los que lo instruyen confunden la función que le asigna la ley al Consejo de la Magistratura con las funciones de escribanía. Es decir, el expediente lo debe sustanciar la organización que va a tomar una decisión. Cuando la ley decide que es el Consejo el que actúa en operaciones por determinados montos y le asigna competencia en determinados temas, lo que dice es que son las áreas técnicas del Consejo las que deben sustanciar el expediente. A mí me parece que se equivocan en ese punto. 


Lo cierto es que hasta recién no había revisado con detalle este expediente, pero al mirarlo observé que, desafortunadamente, cuando deciden iniciar las acciones, más allá de los problemas que presenta en cuanto a fojas faltantes y demás, donde seguramente deben haber sido instrumentados algunos pasos que habrá dado –según supongo yo- el Ministerio y que no quedaron reflejados aquí, lo que generaría un conflicto en materia de control de legalidad que se planteaba recién, el otro punto a resaltar es que en esa fase ellos deberían haber remitido el requerimiento al Consejo de la Magistratura. ¿Para qué? Para que las áreas técnicas respectivas –Infraestructura, Compras y Contrataciones y Legales- instruyeran el expediente. Yo creo que ese es un error grave que nos pone a nosotros en el máximo de discrecionalidad posible de los alcances de la ley 31, tal como señalaba el doctor Corti; o sea, en un nivel de alcance en el que el único límite es el sentido común, cual es que aquí nos llegó la noticia de que hay un edificio para alquilar, que somos conscientes de la necesidad de ello y que no podemos tomar en cuenta los supuestos fácticos que están agregados en el expediente. Frente a esa noticia, lo que correspondía era iniciar las actuaciones: por empezar, dar curso a la intervención de las áreas técnicas del Consejo de la Magistratura para que definan distintas cuestiones atinentes a la posibilidad o no de hacer esta contratación –Infraestructura, Compras y Contrataciones y Legales. 


En segundo lugar, a mí me parece que es muy clara la ley 1903 en un punto, en la parte donde dice que el Consejo es competente para hacer determinadas tareas y no se establecen restricciones en términos de las actividades que necesariamente hay que hacer a posteriori. 


Donde dice “compre, contrate, adquiera todo lo que es arriba de 300 mil pesos” no dice “pero absténgase de darle destino”. No dice nada. Y como no dice nada, lo lógico sería que si lo adquiere por la vía que lo haga, lo que tiene que hacer es darle destino, por lo cual nunca una propuesta de locar un inmueble como este podría venir sin dictamen de la Comisión de Infraestructura que propone cuáles son los destinos que hay para los metros cuadrados que nosotros estamos incorporando al funcionamiento del Poder Judicial.


Y por último, un punto que sí me parece importante y que ya lo hemos estado conversando en algunos otros ámbitos del Consejo es un supuesto fáctico que está agregado al expediente y que me parece que está erróneamente conceptualizado.


Hay un informe acá… El expediente es medio caótico en algunos puntos. Acá hay un informe que produce el Ministerio Público en el cual detalla cuál es la situación edilicia del organismo. Y me parece que tiene algunos errores de cuenta que son notorios. Porque por ejemplo, en un edificio tomado al azar, sobre la distribución de los usos del edificio de la calle Beruti 2245, dice por ejemplo que en el porcentaje de distribución de los espacios hay una asignación para actividades específicas del Consejo de la Magistratura del cinco por ciento, del 42 por ciento para comunes y operativas del Poder Judicial, del 27 por ciento del Ministerio Público, del Centro de Formación del 5 por ciento. Me parece que cuando toma el resultado final y establece cuál es la cantidad de metros cuadrados afectados al funcionamiento de las fiscalías, comete un error: no toma los metros cuadrados asignados a servicios comunes para todo el Poder Judicial. Con lo cual o dejaron de notificar y no usan más el área de Mandamientos y Notificaciones, o deberían incorporarlos a la contabilidad de cuáles son los metros cuadrados que están disponibles para el Ministerio Público, en cualquiera de las cuentas que hagan.


Son tres cuestiones que me parece que deberíamos resolver en camino a buscar una salida a este problema dentro de los márgenes legales que tengamos. Por eso me remito a las urgencias que responden a los comentarios de Mabel y no obrantes en el expediente, a los comentarios de Horacio y no obrantes en el expediente, a los de Teresa. Entonces, es intuición de que hace falta, pero es el único antecedente que creo que tenemos más una propuesta de un inmueble en concreto, y me parece que el conjunto de estas actuaciones debería pasar por el área técnica correspondiente.


Yo no tendría problemas de que se evaluara en el contexto de la total discrecionalidad que nos estamos asignando en principio o que podríamos llegar a asignarnos, y que nosotros digamos: bueno, vamos a tomar decisiones a resultas de la intervención de que las áreas técnicas sean favorables. Sé que es un riesgo altísimo, que se está bordeando lo irrazonable. Quizá sería la mejor contribución que nosotros podemos hacer, pero no eximir estas dos o tres cuestiones que me parece que deberíamos atender.

Dra. Daniele.- Tu propuesta sería requerir informe de las áreas técnicas…

Dr. Mas Velez.- No. Tramitación de las áreas técnicas. Compras debería intervenir para determinar si por la particularidad del caso uno puede eximirse de buscar ofertas similares.

Dra. Daniele.- Compras e Infraestructura.

Dr. Mas Velez.- Sí. Compras e Infraestructura, y vuelta a Legales.

Dra. Daniele.- Para el dictamen de Jurídicos.

Dr. Mas Velez.- Sí. Porque creo que induce a error por cómo está planteado el expediente. En el medio del expediente hay una invitación para una conferencia con un español, por ejemplo. Acá, a fojas 152 hay una nota dirigida al doctor Casás que dice “Tengo el agrado de dirigirme a vuestra excelencia y por su intermedio a los miembros del Tribunal a su cargo, a participar de un encuentro abierto con el doctor Pérez Pantoja García. (Risas) Por eso digo que el expediente parece tener algunos problemitas.


- Varios consejeros hablan a la vez.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Tiene la palabra la doctora Blasi.

Dra. Blasi.- Yo voy a ser breve. Me voy a remitir a rechazar el pedido por los fundamentos que di la vez pasada. Cuando votemos, porque no sé si estamos votando ahora o si estamos haciendo consideraciones. 


Entonces, me remito a los fundamentos que di en el plenario ordinario próximo pasado.


También estoy de acuerdo con mucho de lo que expresó el doctor Corti y con lo que acaba de decir el doctor Mas Velez sobre el expediente.


No creo que la fundamentación de urgencia se pueda dar en ningún caso por la no renovación de Arias. Es un lugar muy chico. Hay 40 personas trabajando ahí, se las puede ubicar. Yo cedo mi oficina, ya lo dije la semana pasada, así que si quieren, pueden venir a trabajar acá.


Si quieren, vuelvo a poner en el acta de este plenario los fundamentos que di a los taquígrafos la semana pasada. Con el agregado de que comparto los comentarios vertidos por los doctores Corti y Mas Velez.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Tiene la palabra el doctor Corti.

Dr. Corti.- Quiero hacer algunas aclaraciones.


Yo estoy de acuerdo con la necesidad. En lo que estoy en desacuerdo es con la deslealtad. Porque me llega un expediente en el cual lo único que se le dice al Consejo es que se sugiere la locación de este inmueble, con lo cual el Consejo decide la contratación y la responsabilidad es toda del Consejo, de nosotros, y el Ministerio Público finalmente no es responsable de nada, de todo lo que hizo bien, de todo lo que hizo mal, porque nos hizo una sugerencia y entonces nosotros utilizamos la potestad, la discrecionalidad que tenemos para alquilar, comprar o hacer cualquier operación jurídica.


En los anteriores casos  que hemos discutido, yo no tengo problema en usar la potestad que me da la ley, pero tengo unas limitaciones mínimas sobre el asunto.


Lo que yo digo es que hay deslealtad, porque si yo digo que no, me pone en la situación en la cual parece como que yo le digo que no a su pedido, como si yo no reconociese las necesidades que tiene el Ministerio Público. Lo que pasa es que me invita a realizar algo que jurídicamente está mal.


Incluso con esta cuestión de la discrecionalidad yo entiendo que hay diferentes operaciones jurídicas que son diferentes: un contrato de una obra pública, una locación, una compra. Pero en los números, en la realidad económica, son seis millones de pesos. Es decir, si no me equivoco eso es mucho más que la obra de Libertad. ¿O no? ¿De cuánto fue la obra de Libertad?

Dr. Montenegro.- De 1.8 millones de pesos.

Dr. Corti.- De 1.8 millones de pesos. ¿Cuánto tiempo hace que estamos debatiendo todos los consejeros sobre la obra de Libertad, sobre las diferentes cuestiones? Meses.


Entonces, lo que yo veo es una incoherencia y una situación realmente de deslealtad. Porque si uno dice que no, es porque parece que uno no quiere reconocer la necesidad, y la necesidad existe. Lo que yo no quiero es avalar un procedimiento irregular y que me pongan en la situación de decidir discrecionalmente, cuando luego, si hay cualquier inconveniente, aquella persona que me sugirió hacer algo, no tiene ninguna responsabilidad. Porque después se podría decir: “del expediente nosotros sólo dijimos que sugeríamos”.

Dra. Blasi.- Yo estoy de acuerdo con este comentario porque lo dije la vez anterior.

Dr. Corti.- Una cuestión es el reconocimiento de las necesidades, y otra cosa es actuar irresponsablemente con respecto a las propias situaciones de cada uno. Y la verdad es que cualquiera que mira esta situación, es irregular de comienzo a fin. Y a su vez me molestan los comentarios habituales de la irregularidad, ineficiencia y lentitud del Consejo. Pero ahora me ponen en una situación en la que yo tengo el expediente irregular en la mano. Entonces, lo que tengo que hacer es decir lo que me parece que es.


Igualmente, con respecto a las necesidades coincido con Mas Velez. Sea lo que fuese que se haga, la necesidad la define el Consejo. Entonces, lo que se tiene que hacer es actuar institucionalmente. Por eso está la CODE, que es una comisión específica en la cual viene todo el Ministerio Público, donde se tendrían que haber debatido cuáles son las necesidades y consensuar. Porque lo que no ha habido a su vez en todo este procedimiento, de comienzo a fin, en términos políticos e institucionales, es el consenso. Simplemente hay un pedido irregular que me ponen hoy acá sobre la mesa.

Dra. Blasi.- Yo también estoy de acuerdo con eso.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Tiene la palabra el doctor Vega.

Dr. Vega.- En primer lugar, no entiendo que el dictamen de Jurídicos diga que estemos en el régimen que el doctor Corti ha señalado. Según el dictamen de Jurídicos, se aconseja proseguir con ese trámite según la ley 2095. Eso por un lado.


Por otra parte, con respecto al pedido de metros del Ministerio Público, este expediente se inició el 18 de septiembre de 2007. Se ha cumplido recientemente un año. Y el pedido de metros a la Presidencia del Consejo y a todo el cuerpo, que en ese entonces presidía la doctora Cavaliere, es del 22 de junio de 2007.


Sugiero que entonces se agreguen -y pido como un informe- todos los procedimientos que el Consejo adoptó para satisfacer esta demanda de metros cuadrados del Ministerio Público y me imagino la participación que se le debe haber dado oportunamente a todas las dependencias, departamentos y oficinas competentes del Consejo, para dar cumplimiento a esta necesidad.

Dr. Corti.- A raíz de esas actuaciones justamente está la cuestión de Hipólito Yrigoyen. El edificio de Hipólito Yrigoyen, se destinaba originariamente a la Cámara Contravencional, y decidimos en su totalidad asignarle, si no me equivoco, en consenso, todo el edificio al Ministerio Público. Lo cual no me parece poco. Y si eso, en los tiempos no era suficiente, entonces ahí, justamente en el marco en que estábamos haciendo este programa, se tendría que haber debatido.


Ahora bien, no hay ningún procedimiento acá de la ley de contrataciones de la ciudad que haya sido explicitado. El único procedimiento que nosotros ahora estamos siguiendo es el de la ley 31 y el método del quórum especial. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Bueno, podemos empezar a desandar el camino este. 

Dra. Daniele.- ¿Vos hablaste ya, Mauricio?

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- No.

Dra. Daniele.- Entonces, completá lo tuyo porque yo simplemente quería hacer un par de aclaraciones.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Yo comparto las expresiones del doctor Vega y gran parte de lo que dijo Mabel en cuanto al tema de la necesidad, en cuanto al tema de los pedidos del Ministerio Público del año pasado.


No sé si existe posibilidad de formar alguna mayoría, porque creo que algunos se han manifestado por votar a favor con algunas condiciones. Yo en principio estoy a favor de lo que expresó el doctor Vega.

Dra. Daniele.- Yo creo que, lamentablemente, por el tema de las votaciones, más allá del tema del quórum de siete consejeros y de la necesidad de seis votos en caso de la mayoría agravada, como decía Horacio, creo que tampoco tenemos una mayoría simple por lo que cuento, sobre todo porque el voto de Eugenio es a condición de que no se pague la comisión. Y la comisión, de acuerdo por lo menos a lo que está propuesto en el expediente y de acuerdo a lo que dijo Jurídicos mismo, está incorporada en el precio. De modo que creo que eso sería un cambio sustancial.


Diferente es la condición que yo pongo, porque simplemente el objetivo es que se diga qué necesidades se cubrirían con el inmueble y de qué manera todos los demás integrantes del Poder Judicial de la ciudad podríamos tener con esto a su vez un beneficio que permita compartir entre todos.


Yo sugerí lo de Diagonal Norte porque es lo que más conocemos, lo más cercano, y también las dependencias de Avenida de Mayo. Con lo cual, si esto se pudiera dar, obviamente se podría continuar con la tramitación.


Pero también veo, por ejemplo, que en el caso de Mas Velez no se pronuncia por una negativa total y absoluta sino que lo que está pidiendo es que haya una participación y que se verifiquen los exámenes correspondientes de Infraestructura, de Compras, de Legales, con lo cual a lo mejor podríamos en el futuro, con toda esta información, concretar una mayoría.


Creo que como estamos, si no me equivoco, no tenemos una mayoría para tomar una mayoría en un sentido o en otro en cuanto a aprobar o rechazar el alquiler.

Dr. Corti.- Yo creo que coincidimos con Teresita porque ella decía que haya un saneamiento del expediente. Si este expediente viene de la Fiscalía General con una resolución del fiscal general, donde detalla todo el procedimiento que siguió, qué forma siguió, cómo seleccionó el inmueble, con dictamen jurídico sobre eso, no donde simplemente diga que ellos son incompetentes, y que luego haga los trámites internos en el Consejo, está muy bien. Yo en principio no tengo ningún inconveniente en hacerlo.

Dra. Moya.- Yo estoy de acuerdo, pero me parece que si obviamente vamos a tomar una decisión dentro de nuestras competencias, lo menos que podemos hacer es un control de legalidad mínimo del acto que se va a resolver, en la misma medida que nos expusimos a nosotros mismos. Eso simplemente. Me han interpretado perfectamente.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Tiene la palabra el contador Montenegro.

Cdor. Montenegro.- Se está sumando el esfuerzo de todos para tratar de razonar sobre este problema que tenemos sobre la mesa. Lo que advertimos es que todavía no tenemos un procedimiento para este tipo de toma de decisiones. 


Lo que advierto es que vamos confluyendo en la idea de que haciendo uso del principio de imputabilidad, pese a que nosotros debamos tomar la decisión política porque así nos lo señala la ley, lo más razonable parecería ser que viniese un acto administrativo emitido por la Fiscalía o por el área administrativa que estuviese impulsando el trámite, en donde en todos sus considerandos se desgranaran las razones que nos llevan a recomendar o a peticionar que se contrate sobre este inmueble en particular. 


Si esos fundamentos apuntan a determinada excepcionalidad del inmueble, que puedan estar contemplados en la ley 2095 como en el 5720, en cuanto a que en la zona, las características del inmueble, las necesidades de metraje, los trámites frustrados que se han ido desarrollando en los años que data el expediente, y las propias compras frustradas del Consejo en cuanto a las pocas alternativas que nos han ofrecido las ofertas, quizá se pueda llegar a construir -y esta es la misma impresión del Ministerio Público- un supuesto de excepcionalidad que fundamente la contratación directa.  


Justamente, después de muchos años de búsqueda esforzada, lo que falta es condensar todo ese esfuerzo en un acto administrativo, pero las pocas fojas que figuran en esta actuación no reflejan todo ese esfuerzo del que estamos hablando. 


Volviendo a lo que decía al principio, esta es una cuestión de imputabilidad: poco margen le dejan al Consejo si solamente le hacen una sugerencia y no fundamentan el por qué. En tal sentido, parece muy tenue el mero hecho de sugerir en lugar de peticionar, por lo que me parece que habría que encontrar alguna otra fórmula más contundente que una mera sugerencia. 

Dr. Duquelsky.- En cuanto a la necesidad de un acto administrativo de la Fiscalía General, cuando uno lee la ley observa que la fórmula es proponer a la comisión la contratación por un monto superior. O sea que cada vez que el Ministerio Público ha propuesto algo siempre lo hizo por resolución: cuando propone ampliar la estructura hay una resolución del fiscal general o del defensor general diciendo “proponer al plenario o a la comisión tal o cual cosa”. Pues bien, en este caso esa nota de elevación no tiene la misma forma que otras propuestas, conforme la misma ley, por cuanto cada vez que se propone algo se lo hace por medio de un acto administrativo. 


Por lo tanto, estoy de acuerdo con lo que acaba de sostener el doctor Montenegro. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).-  Yo quiero hacer un comentario: creo que por allí figura una nota donde se estipula una fecha para hacer el contrato. Entonces, según lo que estoy escuchando aquí, hay varios consejeros que no se están expresando a favor o en contra de esto sino que están pidiendo distintas cosas...

Dra. Blasi.- Información. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).-  ...o sea, que el expediente se complete con algunas cuestiones técnicas, por lo que voy a hacer una moción concreta para someter a votación y si no llega a tener consenso propicio que se vote alguna otra que surja del debate. 

Personalmente, debo decir que cada vez que los integrantes del Ministerio Público, de la Defensoría y de la Asesoría nos han hecho requerimientos en general los hemos evacuado favorablemente, por lo que voy a proponer como moción que se apruebe autorizar esta contratación, dejando abierta la posibilidad de que el Ministerio Público haga este trámite con posterioridad, confiando en que efectivamente lo va a hacer. O sea, que la propuesta es votar por la aprobación del alquiler de este inmueble. 

Dra. Blasi.- Después de todo lo que escuché acá, me parece que no estamos preparados para votar eso. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).-  Bueno, pero votémoslo. Si no se aprueba, tomaremos otro camino. 

Dr. Mas Velez.- Me parece que lo que debe quedar en claro es que el menos malo de todos los pecados es haber actuado con tanta demora para habilitar cuestiones particulares en materia de inmuebles, cuya principal responsabilidad no es clara en términos de los distintos funcionarios de alto rango que participan en esta deliberación. Me parece que hay responsabilidades concurrentes. 


Lo más grave de todo es que cuando se establecieron las reglas de juego había dos formas de hacer las cosas: una de ellas podría haber estado identificada con la forma en que durante los últimos tiempos se empezó a buscar soluciones dialogadas entre el Consejo y la Corte en materia de asignación de competencias; no sé si se hizo bien o mal ni cuál será el grado de acierto cuando el tiempo evalúe la medida de restitución a la Corte de aquellas funciones que fueron transferidas en su momento, pero lo que sí sé es que fue el resultado de actitudes que estaban basadas en un reconocimiento recíproco y en un mejor funcionamiento del conjunto de la administración de justicia. Realmente, me da mucha lástima que se tome como ejemplo la justicia nacional como de parámetro para decir qué no hacer. Si en algo andamos mal nosotros es en haber recorrido el camino equivocado: en vez de ir por el camino del acuerdo, como el ejemplo que mencionaba, fuimos por el camino de las patadas. Y creo que esa es la madre del borrego y no en particular las diferencias que hayamos tenido en cuanto a la política de infraestructura. 


En lo que se refiere a la moción concreta de los doctores Montenegro y Duquelsky, yo creo que la tramitación de expedientes de este tipo en las oficinas administrativas dependientes del Consejo de la Magistratura no es facultativa, sino necesaria. El expediente tiene que tramitar en dependencias de quien va a tomar la decisión y a menos que nosotros hayamos tomado –y entonces sería legal- la decisión de crear áreas que podrían sustanciar, pese a que la decisión va a ser del Consejo, tramitaciones por encima de 300 mil pesos en el ámbito del Ministerio Público, a pesar de que tengo serias dudas de que fuera legal, el expediente debe recorrer todas las áreas respectivas de este Consejo. Entonces, creo que se equivocaron cuando presentaron el expediente y también se equivoca Legales cuando dice que está bien llevado, y la única forma de salvar el tiempo perdido es poner el carro delante de los caballos  y decir “digamos que sí siempre y cuando las distintas áreas administrativas del Consejo vayan sustanciando con éxito el expediente”. Esto sería algo asimilable a lo que en términos legislativos se llama una aprobación en general, que exige igual e indefectiblemente la aprobación en particular de cada uno de los pasos.


En consecuencia, en cuanto a la moción concreta tengo una disidencia en cuanto a su formulación, por cuanto no se puede autorizar porque no lo podemos hacer nosotros mismos: nosotros podemos contratar o no hacerlo, con lo cual podríamos ordenar hacer la instrucción en términos del saneamiento del expediente, lo que fue planteado por varias consejeros; o sea, establecer cuál va a ser, en términos muy generales, la mecánica de contratación, pedir el pronto despacho y, de última, como máximo –y no sé si ahí estaríamos dentro de los márgenes legales-, anticipar alguna decisión. Es decir, señalar “si las cosas fueran tales, se dispara como cláusula gatillo esta aprobación”. Pero me parece que en la situación en la que estamos esta es la mejor de las contribuciones posibles. 

Dr. Corti.- Justamente, lo que yo hubiera necesitado es una decisión formal del fiscal general, a través de la cual dijera que él asume jurídicamente todo lo que se hizo en estos expedientes; o sea que él mismo, jurídicamente y como autoridad, asume eso. O sea, que él diga que eligió este inmueble y que le propone tal inmueble al Consejo de la Magistratura para que haga una contratación de tal forma y demás. Ahí habría una responsabilidad de la máxima autoridad por todo lo que ocurrió en este expediente; en tal caso yo después asumiría mi responsabilidad y no tendría ningún problema en votarlo. Pero eso no lo tengo acá y, entonces, me están pidiendo a mí una responsabilidad que del otro lado no se asume. 


Paralelamente, yo recibo resoluciones del fiscal general, de la misma fecha, en las que se dice, por ejemplo, “que en el marco de la regularización por concurso del personal del Ministerio Público se ha advertido que no se ha podido verificar la existencia de registros del Consejo de cumplimiento de la ley 1502”, lo que fue publicado. Y yo estoy verificando esto y, en realidad, no es tan cierto ni es así. 

Por consiguiente, no me parece que esta sea una actitud de lealtad institucional, como dijo el doctor Juan Pablo Mas Velez hace unos instantes, ni la manera en que debemos actuar el Consejo y el Ministerio Público. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).-  Por favor, haga su moción concreta, doctor Corti. 

Dr. Corti.- Además, nosotros nunca hemos actuado así. 

· Varios consejeros hablan a la vez. 

Dr. Corti.- Precisamente, esto es lo que hace difícil nuestra decisión. Porque a nosotros se nos dice que actuamos con lentitud, pero lo cierto es que aquí somos nueve personas, donde hay representantes de la Legislatura, de los abogados y de los jueces, que nos tenemos que tolerar y deliberar entre sí, mientras que con la ley de autonomía uno de los beneficios que han logrado las cabezas del Ministerio Público es que resuelven con su única conciencia y no tienen que deliberar ni debatir públicamente con nadie. 

· Varios consejeros hablan a la vez. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).-  En base a lo que sostuvo el doctor Juan Pablo Mas Velez, voy a corregir la moción que hice anteriormente: yo había propuesto que efectivamente se alquile el inmueble...

Dra. Blasi.- Usted no lo va a alquilar, señor presidente, sino que va a autorizar...

· Varios consejeros hablan a la vez. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).-  Nosotros tenemos que alquilar. 

Dra. Blas.- Entonces, lo que yo decía el jueves pasado era cierto. ¿El contrato va a estar a nombre del Consejo?

Dr. Cozzi.- No, Legales dice que no.

Dr. Duquelsky.- Así es. 

· Varios consejeros hablan a la vez. 

Dra. Blasi.- Yo había preguntado quién era el responsable y me respondieron que era el Ministerio Público. Ahora están diciendo otra cosa. 

· Varios consejeros hablan a la vez. 

Dra. Daniele.- Si me permiten, yo quiero hacer una moción porque lo cierto es que aquí no tenemos mayoría para aprobar ninguna de todas las decisiones que se han hablado y propuesto aquí. Existen opiniones muy diferenciadas que, en algunos aspectos, presentan coincidencias, pero que no hay cinco votos para ninguna postura. Por lo tanto vamos a tratar de lograr...

Dr. Corti.- Todos estamos de acuerdo en la necesidad de resolver esto...

Dra. Daniele.- Así es: existe acuerdo en la necesidad de avanzar y resolver esto. 


Hasta aquí lo que yo puedo resumir es que los distintos consejeros estarían dispuestos a aprobar esta contratación si se diera una serie de condicionantes. 


En ese sentido, en cuanto a lo que se dijo de que tendría que haber sido consensuado con la CODE debemos decir que esta, por distintas razones, no se reunió. Pero el martes próximo, en un horario que ahora no recuerdo –creo que es a las 13-, habrá reunión de la CODE. 


A su vez, hay varios consejeros que entienden que más allá del tema de la competencia puntual hay competencias para distintas cuestiones: una es la competencia para autorizar la contratación; otra es la competencia para suscribir el contrato; otra es para ver quién es el responsable de la ejecución presupuestaria, a quién le pertenece el presupuesto; o sea, hay competencias para distintas cosas y, en general, algunos han pedido que el expediente contenga una resolución del fiscal general pronunciándose en concreto sobre el procedimiento llevado a cabo y haciendo la propuesta concreta. Esto es algo que se ha solicitado aquí. Se puede mandar la nota correspondiente al Ministerio Público, sin perjuicio de lo cual esto sería tratado en la sesión de la próxima semana, como uno de los temas prioritarios del orden del día, con el objeto de zanjar algunas cuestiones, conversar, ver cuáles son las razones que pueden alegarse y para que se agregue el acto respectivo del fiscal general.

Dr. Corti.- Perdón, pero quiero hacer un añadido: un plan de necesidades.

Dra. Daniele.- O sea, un plan de necesidades sobre este inmueble y la reasignación de metros cuadrados. 


Yo disiento con el doctor Mas Velez en cuanto al tema de quién define la necesidad. Creo que, evidentemente, si el Consejo de la Magistratura tiene que hacerse responsable de autorizar una contratación sus dependencias internas deben tener intervención en esto –por lo menos, el organismo legal-; hay algunos consejeros que entienden que esto debe ser completado con algunas otras cuestiones: por ejemplo, sobre el tema de las mayorías y el tema de la legalidad del procedimiento propiamente dicho. El doctor Mas Velez dijo que, además, quiere un pronunciamiento de las partes técnicas. 


Creo que la cantidad de metros cuadrados y todo lo que hace a la funcionalidad y demás debe ser determinado por el propio Ministerio Público, sin perjuicio de lo cual considero que todos los pronunciamientos deben hacerse con la máxima celeridad, tal como se procedió en el caso del edificio de la calle Libertad. O sea, que lo antes posible se deben elaborar todos los informes y los dictámenes técnicos correspondientes. El jueves próximo tenemos un plenario ordinario, por lo que deberíamos hacer el máximo esfuerzo para llegar allí con un principio de solución o, por lo menos, con algún grado de avance sobre este tema. 


Debe quedar muy en claro la voluntad política del Consejo de la Magistratura para solucionar los problemas de infraestructura y las necesidades no sólo del Ministerio Público sino de todas las áreas del Poder Judicial. Esto debe quedar clarísimo. No tenemos mayoría para tomar una decisión determinada, por lo que debemos avanzar en base a todo aquello en lo que existe acuerdo. Pues bien, pidámosle una nueva intervención al fiscal general, una posterior intervención de las áreas técnicas del Consejo y una nueva intervención a Jurídicos –en base a todo lo dicho-, con la indicación de que todo se haga con la máxima urgencia, para que el tema pueda ser tratado en el marco de la CODE el próximo martes, reunión a la que desde ya quedan invitados todos los consejeros.

Dr. Corti.- Se podría compatibilizar con nuestro plan y con nuestra situación. Por ejemplo, los fiscales de cámara. Eso nos impacta a nosotros y se vio, por ejemplo, en nuestra obra de Libertad. O lo que dijo Mabel del Ministerio Público que está en Avenida de Mayo: una parte se puede ir o distribuir.

Dra. Moya.- Esto es para hablarlo en la CODE me parece.

Dr. Corti.- Claro, pero eso es algo que nosotros tenemos que decidir mediante el consenso con el Ministerio Público.

Dra. Daniele.- Si se pudieran liberar algunas áreas, porque nosotros también tenemos mucha urgencia, sería favorable. Pero si hay mayoría de los consejeros que entienden que de producirse todas estas informaciones, actos administrativos, negociación de suma urgencia con la CODE, todo esto nos permitiría desempantanar la cuestión y votarla favorablemente, pues avancemos en ese sentido.

Dr. Cozzi.- Coincido con Mabel.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Algún comentario?

Dra. Moya.- Coincido con la propuesta de trabajo que está haciendo Mabel, y también percibiendo quizá la necesidad de un anticipo de solución del tema, aparte de decir que soy partidaria de votar afirmativamente  pero con esas salvedades y ese pedido de saneamiento del expediente al fiscal general, me parece que lo importantísimo que creo que ha surgido en el día de hoy es la predisposición positiva del Consejo en cuanto a solucionar el problema de fondo, el problema de espacio, etcétera, y a su vez también del respeto completo al principio de legalidad en materia de cómo se deben producir los actos administrativos. 

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Doctor Duquelsky, ¿usted quería decir algo?

Dr. Duquelsky.- A ver si puedo resumir todo lo dicho hasta acá.


A través de la Presidencia, por ser el representante legal del organismo, se invita al Ministerio Público a dictar este acto, la resolución pertinente. Eso por un lado. Así mismo, se va a tratar en la CODE.


Con respecto a la intervención de las áreas técnicas del Consejo -esto lo pregunto para ver si tenemos que instruir algo en ese sentido- yo no sé si no está también vinculado con la respuesta que dé el Ministerio Público. Porque me parece que sin el plan de necesidades, hasta que no esté el plan de necesidades es difícil la intervención de las áreas técnicas nuestras. Así como sin el acto administrativo, es difícil una nueva intervención de Jurídicos.


Sin la respuesta del Ministerio Público hay cosas en las que no pueden intervenir las áreas técnicas. Hasta que no esté el plan de necesidades no se puede expedir Infraestructura sobre cómo se readecua este plan de necesidades, y sin el acto administrativo del Ministerio Público, tampoco puede expedirse Jurídicos sobre el procedimiento. Me parece que lo que habría que hacer es que ni bien aparezcan estas definiciones por parte del Ministerio Público, se dé una urgente intervención a las áreas técnicas nuestras, que será después de la reunión del martes me parece.

Dra. Daniele.- No sé si después de la reunión del martes, porque mañana podríamos sacar la resolución de Presidencia o la nota haciendo el pedido.

Dr. Duquelsky.- Bueno, ni bien esté la respuesta.

Dra. Daniele.- Dada la urgencia, podemos hacer todas las gestiones oficiosas que sean necesarias.

Dr. Duquelsky.- Cuando decía el martes es porque se me ocurre que ni bien esté la respuesta, se dé intervención. Lo que me parece que todavía no hay es intervenciones que pueda haber sin esa respuesta. Esa respuesta del Ministerio Público es un insumo necesario para nuestras áreas técnicas.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Un área técnica podría ya ir viendo el expediente?

Dr. Duquelsky.- Ir viendo, podría irlo viendo. El asunto es con qué fin.

Dr. Cozzi.- La nota tiene que salir rápidamente.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- La nota la hacemos hoy y la firmamos hoy.

Dr. Cozzi.- Más allá de las gestiones oficiosas.

Dr. Duquelsky.- Jurídicos ya lo vio, con lo que hay hasta ahora. También debería verlo de nuevo Jurídicos con la resolución. O podemos ir mandando a algún lado.

Dra. Daniele.- Como el Ministerio Público conoce el expediente, no necesitamos enviarlo. Además, está la CODE y tratamos de mover los expedientes lo menos posible. Incluso hemos firmado un convenio para que algunas comunicaciones en materia de contrataciones se hagan mediante el medio oficial, con lo cual si queremos realmente hacer las cosas con celeridad, bastaría con que le comuniquemos al fiscal general esta decisión para que pueda avanzar en esto.

Dr. Duquelsky.- ¿A quién le damos intervención primero?

Dra. Daniele.- Pero así como está el expediente, por lo menos del edificio que está propuesto, creo que es importante que -no Jurídicos pero sí Infraestructura- lo vean.

Dr. Duquelsky.- Ahora no lo veo al administrador presente, pero ya que él engloba Compras y Contrataciones e Infraestructura, él es el camino.

Dra. Daniele.- Perfecto.


- Varios consejeros hablan a la vez.

Dra. Blasi.- Yo creo que de ahora en más deberíamos dejar sentado o previsto que para que no nos vuelva a pasar más este tipo de problemas con el Ministerio Público y de tener que tomar estas decisiones y dilatar estas indicaciones, porque al final no es una resolución pidiendo algo sino, como dijo el doctor Corti, una sugerencia del Ministerio Público, podamos nosotros, el Consejo, cuando supera los 300 mil pesos la operación de compra o alquiler o lo que fuera, seguir el procedimiento que el Consejo tiene como política a seguir. O sea, adelantárselo al doctor Garavano y a los integrantes del Ministerio Público para no tener este problema de nuevo. Es decir: ¿ustedes quieren nuestra autorización? Macanudo, se la vamos a dar, dentro de lo que se pueda, si ésta se ha atenido a tal procedimiento. Y en pocas líneas darles el mismo procedimiento, la misma política que seguimos nosotros para casos de compra, de alquiler o de lo que fuera.

Dra. Daniele.- Esta cuestión del tema de las licencias, que espero que podamos votar el próximo jueves, como el tema de los pases con partidas, más el tema de cómo se va a hacer toda la designación de personas, la observancia de los reglamentos en materia de personal…

Dra. Blasi.- Lo mismo en materia de pases y de personal.

Dra. Daniele.- En todas estas cuestiones yo creo que debemos ir avanzando en la CODE, con paciencia, rápido pero con seriedad, yendo fecha por fecha, agotando las necesidades de hacer protocolos o reglamentos o como se quiera llamar, para tener un sistema claro de procedimiento y de comunicación con el Ministerio Público.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Una sugerencia para la próxima reunión de la CODE: que nos reunamos también en conjunto con la Comisión de Administración. Porque quizá uno a veces quiere que le respondan lo que uno pregunta y a veces no nos responden. Entonces, por lo menos para que tengamos en esa reunión del martes…

Dr. Corti.- Yo no puedo el martes.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Bueno, haremos la reunión…


- Varios consejeros hablan a la vez.

Dictamen de la Dirección de Jurídicos sobre el contrato del inmueble de la calle Libertad

Dr. Duquelsky.- Llegó el dictamen sobre el contrato de Libertad, que estábamos esperando. Cumplió la Dirección de Jurídicos con su promesa.


Brevemente les informo, ¿o prefieren estudiarlo con más tiempo? 


Me parece que hay una cosa relevante para señalar. En términos generales está de acuerdo con el contrato, hace algunas observaciones menores de redacción en cuatro o cinco cláusulas, pero sí entiende el dictaminante que en relación con la documentación requerida para firmar la contrata, corresponde la intervención de Compras y Contrataciones.

Dr. Cozzi.- ¿A efectos de?

Dr. Duquelsky.- A efectos de competencia técnica. Es decir, para terminar de constatar qué es lo que debería pedirse. 


Hay un único párrafo que me llamó la atención para leérselos, porque es el único que disiente en algunas cosas. Dice así: “Con relación a la documentación requerida para firmar la contrata no se encuentra objeción. Sin embargo, corresponde que en el ámbito de su competencia intervenga la Dirección de Compras y Contrataciones, como así mismo para el análisis contractual”.


Les leí esto por si ustedes comparten esto y quieren que yo en forma urgente le mande esto a Compras. Si no lo consideran necesario, avanzamos.


El contrato lo proyectó el secretario de la Comisión. Jurídicos dice que desde su punto de vista Compras debería expedirse sobre la documentación requerida para la firma del contrato de Libertad.


Y después está de acuerdo, salvo algunas objeciones de redacción.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Si hace falta que vaya a Compras, que vaya a Compras.


- Varios consejeros hablan a la vez.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Podemos corregir esas cosas formales a que hace referencia Jurídicos.

Dra. Blasi.- En el último ejemplar que me mandaron, hay que corregir algo. Donde dice proceso licitatorio debe decir contrato, porque no es un proceso licitatorio.


Donde dice soporte digital, yo le agregaría “y magnético”.


Después, en los artículos 2, 9, 3 y 15 se hace referencia a empresa, y el término empresa no está en el encabezamiento del contrato donde hace referencia al contratista, no a la empresa. Estas cosas habría que tenerlas en cuenta para ir corrigiendo. Estas son observaciones a la última versión.

Dr. Duquelsky.- Entonces, ¿Va a Compras?

Dra. Daniele.- Simplemente si Compras exige determinadas cuestiones para ser solicitadas a la empresa, facultamos a la Presidencia a continuar con esto…

Dr. Corti.- Si son correcciones menores, podemos darlo por aprobado. Si hay alguna objeción menor…

Dra. Blasi.- De terminología, como éstas que dije.

Dra. Daniele.- O algún certificado más, alguna documentación más.

Dr. Corti.- Exacto. Y sugiero darlo por aprobado.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- ¿Podemos aprobarlo, entonces?

· Se aprueba, con la abstención del doctor Cozzi.
Dr. Duquelsky.- Se da por aprobado, entonces, y queda facultado el presidente a avanzar en el trámite con las observaciones que hace Jurídicos y las que eventualmente pueda hacer Compras.

Sr. Presidente (Dr. Devoto).- Con esto se da por terminada la sesión.

· Son las 16 y 58.
Apéndice

Fundamentos del voto de la doctora Blasi en el pedido de alquiler de inmueble por parte del Ministerio Público Fiscal

                      Tal como lo sostuve desde mi ingreso a este Organismo, tanto en los Plenarios como en la Comisión Auxiliar de Infraestructura que integré, y lo que manifestara a los legisladores presentes en oportunidad de concurrir a la Comisión de Justicia de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, mi posición fue y es contraria a la locación de inmuebles para sede del Poder Judicial de la Ciudad, incluido el Ministerio Público Fiscal que sin dudas forma parte del mismo, dado que considero que la política edilicia del Consejo debe dirigirse a la adquisición de inmuebles, en el sentido amplio del término.

                      La experiencia nos indica, que aún tratándose de edificios en perfecto estado de conservación siempre se requiere la realización de obras para adecuarlos a las necesidades de funcionamiento del Poder Judicial, lo que implica en todos los casos una importante inversión que queda al vencimiento del contrato de locación a favor del propietario, además del tiempo que demanda estas obras y que como en el caso del edificio de la Av. Roque Saenz Peña su ejecución demandó un año y medio, es decir, la mitad del plazo contractual.

                      Esta posición también fue la de casi todos los consejeros cuando se proyecto el nuevo plan de infraestructura del Consejo de la Magistratura, que fuera aprobado en líneas generales por el Plenario y cuya redacción final quedara a cargo de la Dra. Daniele, instrumento en el cual se plasmó este criterio cuando expresamente dice: “Que en ambos documentos, así como en jornadas y discusiones posteriores, se puso de relieve la necesidad de dejar de lado, en la medida de lo posible, la contratación de edificios en alquiler, pues estos requieren siempre obras de adaptación a las necesidades funcionales del poder judicial con importantes inversiones que luego se pierden al restituirlos a sus dueños”. (Los documentos son los referidos al Plan Estratégico).

                      Por otra, y sin dejar de reconocer las necesidades edilicias que afectan fundamentalmente a los fueros y al ministerio público, insisto en que considero que ello no puede solucionarse mediante la locación de inmuebles, sino solo y exclusivamente mediante la adquisición de los mismos. 

                      En el caso concreto en debate, el Ministerio Público Fiscal en su presentación no ha fundamentado suficientemente la necesidad de alquiler el inmueble propuesto, ni la forma en que se realizó la búsqueda del mismo.

                      En este sentido, la política del Consejo de la Magistratura fue en todos los casos la publicación de avisos requiriendo inmuebles en diarios de circulación en la Ciudad de Buenos Aires, a los efectos de cotejar ofertas de los mismos, demás esta decir, que si bien la ley 2095 no prohíbe el pago de comisiones a martillero, el Consejo desde su creación a la fecha no ha pagado comisiones en ninguno de los contratos de compraventa o locación que suscribiera, de lo que se dejaba expresa constancia en los avisos publicados a tal efecto. Ello, en virtud del principio de transparencia que debe observase en todas las contrataciones públicas (Art.7, inc.8 de la Ley 2.095). En esta misma línea, fundamentar la libre elección y el pago de comisiones en la regla general: “Todo lo que no está prohibido está permitido” colisiona con la cosa pública, por cuanto los fondos utilizados provienen del erario público que se conforma con los aportes de todos los contribuyentes de la ciudad, que de ninguna manera pueden ser gastados sin tomar recaudos que nunca pueden calificarse de extremos en lo relativo a su optimización o ahorro.

                      Tampoco el Ministerio Público Fiscal logra conmover esta posición al sostener que el contrato de locación del edificio de Combate de los Pozos vence en septiembre de 2009, ya que se considera factible, a pesar de la existencia del juicio en trámite por el valor locativo del mismo, pactar como en caso del inmueble de Av. de Mayo, una prórroga del contrato y/o un convenio de desocupación hasta la entrega del edificio de la calle Hipólito Irigoyen que fuera cedido por este Consejo al Ministerio Público. Ello, sin perjuicio de otras alternativas para solucionar su problema de necesidad de espacio que se le ofrecieron al Ministerio Público Fiscal con motivo de la compra del depósito de la calle Beazley. Concluyendo que, tampoco es nueva o reciente la situación de la ampliación de planta del indicado Ministerio y los déficits de espacio, no pudiendo generar en un instante una situación de emergencia que dispare la necesidad del alquiler propuesto.

                      Por todo lo expuesto y en orden a la posición que sostuve respecto del tema edilicio desde mi ingreso a este Organismo, mi voto es por el rechazo de la propuesta de alquiler solicitada por Ministerio Público Fiscal.
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